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Antecedentes 

I. El señor Fiscal de Estado interpone demanda contencioso administrativa contra la Provincia de Buenos Aires, de acuerdo con las facultades otorgadas por los arts. 8 y 9 de la ley 2961, así como del art. 40 del decreto ley 7543, con el objeto de que este Tribunal deje sin efecto y declare nulo el acto administrativo dictado por la Sala I del Tribunal Fiscal de Apelación en la causa "Fernando J. Bozzarelli", de fecha 3-X-2003, por considerar que el mismo ha vulnerado la legalidad al hacer lugar al recurso de apelación interpuesto contra la resolución 4364 dictada por la Dirección Provincial de Rentas.

II. Corrido el traslado de ley, se presenta en autos la Asesoría General de Gobierno, sosteniendo la legitimidad del acto administrativo impugnado.

Citado como tercero coadyuvante en los términos del art. 48 de la ley 2961, el señor Fernando Jorge Bozzarelli, en calidad de presidente de la Asociación Mutualista de Empleados del Ministerio de Obras Públicas (A.M.E.M.O.P.), efectúa su presentación a fs. 42/43, argumentando acerca de la inatendibilidad sustancial de la demanda.

III. Agregadas las actuaciones administrativas sin acumular, no habiendo prueba pendiente de producción y glosados los alegatos de las partes intervinientes, la causa quedó en estado de dictar sentencia, por lo que se decidió plantear y votar la siguiente cuestión

¿Es fundada la demanda?

Votación

A la cuestión planteada, el doctor Pettigiani dijo:

I. La parte actora persigue la declaración de nulidad de un acto administrativo que hizo lugar al recurso de apelación interpuesto por la Asociación Mutualista de Empleados del Ministerio de Obras Públicas (A.M.E.M.O.P.) acordando por tanto la exención del impuesto inmobiliario consagrada por el art. 137 inc. "i" del Código Fiscal (t.o. 1996), en relación a los inmuebles sitos en calle 53 nº 767 y 53 nº 1124 de la ciudad de La Plata.

Expresa que la exención consagrada en la citada norma es de naturaleza mixta, es decir, que participa de un doble carácter, objetivo y subjetivo. Ello así por cuanto el otorgamiento de la misma se circunscribe -por un lado- a los supuestos de asociaciones y sociedades civiles con personería jurídica en las cuales el producto de sus actividades se afecte exclusivamente a los fines de su creación y que no distribuyan suma alguna de su producido entre asociados y socios y, por otro, a la circunstancia de que los inmuebles por los cuales la misma se solicita se utilicen para determinados fines taxativamente previstos (servicio de bomberos voluntarios; salud pública; beneficencia y asistencia social gratuita; bibliotecas públicas y actividades deportivas).

De allí que -continúa- en el caso no se hallen presentes las condiciones exigidas en segundo término por el Código Fiscal, por cuanto de las constancias de la causa, principalmente de la inspección ocular llevada a cabo por la autoridad de aplicación, deriva que ninguno de los fines contemplados en inc. "i" del mencionado art. 137 se verifican en las actividades desplegadas en cada uno de los inmuebles indicados.

Explica que el predio ubicado en la calle 53 n° 767 de la ciudad de La Plata no presenta parte alguna destinada a los mentados fines, sólo posee un espacio denominado "oficina odontológica", pero según surge de las constancias de la causa su actividad se limitaría a la realización de "primeras consultas" para posteriormente derivar a los pacientes a los centros de salud pertinentes.

En lo atinente al inmueble localizado en la calle 53 n° 1124, asegura que funciona en la actualidad como "salón de fiestas (EMPERADOR)" que, según informa, se alquila a los asociados y en ocasiones se cede gratuitamente a entidades provinciales o municipales que lo requieran.

En virtud de ello, entiende que el destino que la avocación mutual da a los inmuebles de referencia no se compadece con los extremos requeridos por la ley, por lo cual resulta improcedente la solicitud de exención referida.

Sostiene que la alegación que la mutual efectuó respecto del convenio firmado por la Provincia de Buenos Aires con el Instituto Nacional de Acción Cooperativa y Mutual para sustentar la procedencia de la exención tributaria no resulta atinente en el caso, pues de su texto no se desprende tal consecuencia sino únicamente un marco de colaboración entre entidades a los fines de adecuar el funcionamiento de las asociaciones al funcionamiento de la ley 20.321.

Agrega que las excepciones tributarias deben interpretarse de forma restringida y razonablemente, tal como lo habría hecho este Tribunal en distintas causas que individualiza.

Concluye que la decisión del tribunal fiscal de apelación fue dictada en franca violación a las normas y principios que rigen la materia de las exenciones tributarias, razón por la cual correspondería anular su pronunciamiento.

Solicita que se cite como tercero a la asociación mutualista que se ha beneficiado con el pronunciamiento. Ofrece prueba instrumental y documental.

Hace reserva del caso federal.

II. Al contestar la demanda, la asociación mutualista solicita el rechazo de la pretensión.

Justifica su postura expresando que los predios indicados cumplen con los requisitos legales exigidos, puesto que ellos pertenecen a una asociación sin fines de lucro, que se afecta exclusivamente a los fines de su creación y que no distribuye suma alguna entre sus asociados. Asimismo, arguye que en los inmuebles de la institución funcionan consultorios médicos y odontológicos, así como salones de conferencia y gimnasio, donde se realizan múltiples actividades. Afirma que, incluso, varios salones han sido cedidos gratuitamente a las administraciones provinciales y municipales para la realización de actos eleccionarios.

Cita jurisprudencia que considera aplicable al caso y postula la interpretación amplia del texto del Código Fiscal.

Ofrece prueba documental. Plantea el caso federal.

III. Por su parte, la Asesoría General de Gobierno contesta la demanda a fs. 44/47 del sub lite.

Indica que no se encuentra discutido en autos el aspecto subjetivo exigido por la norma tributaria, esto es, la naturaleza jurídica de la asociación beneficiaria de la exención impositiva; por lo tanto, la cuestión debatida se circunscribiría a determinar la finalidad a la cual se destinan los inmuebles en cuestión.

Al respecto, aduce que de las constancias obrantes en las actuaciones administrativas surge que en los inmuebles de referencia existen oficinas destinadas a consultorios médicos (2), consultorio odontológico (1), baños, gimnasio y vestuario, una sala de reuniones para los asociados y entidades que lo requieran y un salón de fiestas con sus respectivos baños, que es alquilado a los asociados y de cesión gratuita para las entidades provinciales o municipales que soliciten su uso.

De ello extrae que los inmuebles individualizados cumplen -al menos en parte- con los fines de salud pública, beneficencia, asistencia social gratuita y actividad deportiva que son exigidos por el texto del art. 137 del Código Fiscal.

Puntualmente, en lo relativo al inmueble utilizado como "salón de fiestas", argumenta que el mismo ha sido cedido de manera gratuita a distintas dependencias del Estado provincial durante variadas ocasiones en los años 1998, 1999 y 2000, circunstancia que si bien no implica un uso regular para estos fines, basta en su criterio para calificar su destino como "beneficencia pública" y, por lo tanto, merecedor de la exención tributaria consagrada en el art. 137 inc. "i" del Código Fiscal.

Concluye que A.M.E.M.O.P. presta servicios gratuitos a la comunidad y, de tal modo, beneficia no sólo a sus asociados sino a toda la población bonaerense y nacional mediante el uso gratuito de los inmuebles de que se trata por el Estado para el cumplimiento de cometidos públicos y satisfacción del interés general.

Peticiona el rechazo de la demanda. Plantea el caso federal.

IV. De las actuaciones administrativas surge que A.M.E.M.O.P. presentó el día 29-I-1997 una solicitud de exención de pago del impuesto inmobiliario respecto del predio donde funciona su sede social, ubicada en la calle 53 n° 767, así como de su anexo social de calle 53 n° 1124, ambos de la ciudad de La Plata (v. fs. 1 del expte. adm. 2306-24206/1997).

A fs. 39 de las referidas actuaciones, la Dirección de Técnica Tributaria practicó una inspección ocular para verificar la utilización de los predios. A partir de ella, la Administración constató que en el inmueble ubicado en la calle 53 n° 767 existía una disposición espacial destinada al uso de oficinas, cocina, sala odontológica, gimnasio, sala de reuniones, tesorería y despacho de presidencia. Por su parte, el inmueble localizado en la calle 53 n° 1124 contaba con un salón de fiestas "para casamientos, bautismos, etcétera, sólo para asociados".

Posteriormente, la citada dependencia administrativa dictó la resolución 4364 (de fecha 26-X-1998) denegando a la asociación mutual su solicitud de exención en el pago del impuesto inmobiliario. Si bien reconoció que la peticionante era una asociación de carácter civil reconocida por la Dirección Provincial de Personas Jurídicas, estableció que las zonas afectadas no corresponderían a los usos previstos en los cinco apartados por el art. 137 inc. "i" del Código Fiscal (v. fs. 47 del expte. adm. cit.).

Contra esa resolución, la hoy citada como tercero en juicio interpuso recurso de apelación (v. fs. 1/2 del alcance n° 1), cuestionando la referida denegatoria con fundamento en la carencia de finalidad lucrativa de la sociedad y el carácter social y cooperativo de la afectación de las parcelas, circunstancia que la haría pasible de la exención prevista en el art. 137 inc. "i" del Código Fiscal.

Finalmente el Tribunal Fiscal, luego de practicar una nueva inspección ocular como medida para mejor proveer (v. fs. 96, expte. cit.), dictó sentencia con fecha 3-X-2002 (v. fs. 122/127 de las actuaciones administrativas citadas), acogiendo los planteos del recurrente y resolviendo -por mayoría- revocar la resolución 4364 y conceder el beneficio de exención tributaria originariamente peticionado.

V. El tema a decidir en los presentes autos consiste en determinar si, de acuerdo a los términos del art. 137 inc. "i" del Código Fiscal (t.o. 1996 y modifics. posteriores) la asociación mutual A.M.E.M.O.P. ha podido acreditar que la utilidad dada a los inmuebles de su propiedad, sobre los que peticionó la exención del impuesto inmobiliario, concuerda con alguno de los fines que tuvo en cuenta el legislador para su procedencia.

Ello así, puesto que como tiene dicho el Tribunal, si bien el impuesto inmobiliario es un caso típico de los denominados impuestos reales, por el cual se exige al contribuyente el pago de un tributo proporcional a la valuación fiscal del inmueble del que resulta titular dominial usufructuario o poseedor a título de dueño, sin tomar en cuenta sus circunstancias personales o su capacidad contributiva, éstas sí son tenidas en cuenta a los fines de determinar las exenciones previstas en el Código Fiscal a su pago y que son materia del presente conflicto (conf. doct. causa B. 58.727, "Sociedad Rural Cañuelas", sent. del 25-VI-2003).

Para este análisis, tengo particularmente en cuenta que, en materia de exenciones tributarias, es constante el criterio conforme al cual ellas deben resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan (Fallos 277:373; 279:226; 283:61; 284:341; 286:340; 289:508; 292:129; 302:1599) y su interpretación debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general de las leyes y los fines que las informan (Fallos 285:322, entre otros), ya que la primera regla es dar pleno efecto a la intención del legislador (Fallos 319:1311 y 1855; 321:1616; 326:3168).

En sentido análogo, se ha expresado esta Suprema Corte, en la causa B. 49.828, sent. del 8-III-1988, "Acuerdos y Sentencias", 1988-I-295.

En efecto: la cuestión atingente a la naturaleza subjetiva de la entidad, es decir, el hecho de estar constituida como una asociación o sociedad civil, con personería jurídica, que afecta el producto de sus utilidades exclusivamente a los fines de su creación y que no distribuye suma alguna del mismo entre sus asociados o socios –conf. primera parte del inc. "i" del art. 137 del Código Fiscal, t.o. 1999-; de acuerdo a los términos en que ha quedado trabada la litis, no forma parte del thema decidendum.

En virtud de ello, estimo que la entidad mutual reúne uno de los requisitos, el de las condiciones personales, tenidos en cuenta por la legislación a los fines de la procedencia de la exención.

VI. De acuerdo a lo referido, considero que el tópico apuntado precedentemente nos lleva a abordar la cuestión relativa a la utilidad dada a los inmuebles que son objeto del pedido de exención impositiva, es decir, la finalidad (destino) otorgada a los inmuebles propiedad de la institución mutualista (cuya titularidad no fue motivo de controversia en autos).

Con el propósito de arribar a la justa solución del conflicto, debemos determinar, primeramente, el alcance que debe darse a la frase referida a estos: "... y siempre que se utilicen para los fines que a continuación se expresan..." en el inc. "i" del art. 137 del Código Fiscal (t.o. 1996 y similares posteriores).

Como bien sostiene el señor Fiscal de Estado (fs. 8/9 vta.), el criterio de interpretación debe ser restrictivo tanto para determinar una exención, como en su momento lo debe haber sido para gravar una actividad o bien.

Deberá ponderarse que los impuestos resultan la forma genuina de financiamiento del Estado provincial y de sus actividades irrenunciables (Educación, Salud, Justicia y Seguridad Pública; conf. doct. causa B. 58.727, "Sociedad Rural de Cañuelas", cit.).

La aplicación del sistema de interpretación gramatical de la norma, nos llevaría a concluir que lo que se requiere es la afectación in totum o prioritaria a la consecución de tales fines, y sería preciso que medie una relación directa e inmediata entre la cosa gravada y el destino para el cual existe.

Sin embargo debemos señalar que, por tratarse de un impuesto real, no es necesaria en este caso la correlación entre la finalidad y actividad de la sociedad o asociación (titular del dominio o usufructuaria) con el destino del inmueble, bastando a los fines de la exención que éste coincida, en todo o en parte, con alguno de los cinco descriptos por la norma.

Este Tribunal ha tenido oportunidad de examinar el sentido de esta concreta exención tributaria en una causa análoga (v. causa B. 58.727, ya citada). Allí se dijo que "lo que tuvo en cuenta el legislador, es que el Estado por sí, por organizaciones no gubernamentales (O.N.G.) o por particulares, puede desarrollar alguna de aquellas actividades que calificamos de irrenunciables, utilizando la infraestructura física del inmueble sobre el que recae el tributo. Para determinarlo computó el desarrollo de una finalidad que excediera el mero interés de los Miembros o asociados, para ponderar aquellas de carácter universal y comunitario: 1. servicio de bomberos voluntarios; 2. salud pública, beneficencia y asistencia social; 3. bibliotecas públicas y actividades culturales; 4. enseñanza e investigación científica y 5. actividades deportivas" (conf. causa B. 58.727, cit.).

Queda claro y es de interpretación unívoca que se trata de actividades de desarrollo permanente (no esporádicas) para las cuales el inmueble, cuya exención impositiva se solicita en todo o en parte -conforme la afectación-, se convierte en su epicentro.

Ahora bien, de acuerdo a las constancias de la causa, se observa que la actividad desarrollada en cada uno de los predios es teleológicamente diferente.

En efecto: de acuerdo a las pruebas rendidas en autos, principalmente las inspecciones oculares realizadas en sede administrativa, surge que el inmueble ubicado en la calle 53 n° 767 de la ciudad de La Plata, está destinado al desarrollo propio de la sede social mutualista. Radican allí, oficinas administrativas y gerenciales de la asociación mutual, un gimnasio, dos salas de consulta médica y odontológica (v. constancias de fs. 39 y 96 del expte. adm. n° 2306-24206/1997). Todo lo cual coadyuva al entendimiento de que se trata de un fin solidario y colectivo, propio del desarrollo de la actividad mutualista, que es reconocida y avalada por el Estado a través de distintas normas (v.g. ley 20.321; art. 41 de la Constitución provincial; decretos provinciales 8478/1987; 4839/1996; 1780/2003; 981/2005 y 55/2009, entre otras).

Dichas circunstancias me persuaden de que el predio en consideración posee las características requeridas por el Código Fiscal para recibir una exención tributaria como la solicitada (conf. art. 137 inc. "i", aps. 2º y 5º).

Otra es, sin embargo, la situación del inmueble ubicado en la calle 53 n° 1124 de la ciudad de La Plata.

Según surge de las pruebas colectadas, y no han sido objeto de controversia en este pleito, dicho predio está afectado a la realización de fiestas. En su fachada figura una placa que reza "Salón de Fiestas Emperador" y, según fuera informado a la autoridad provincial, "dicho lugar se alquila a los asociados o, en ocasiones, es cedido gratuitamente a entidades provinciales o municipales que lo requieran" (conf. fs. 96 vta. del expte. adm. cit.).

Es mi parecer que el hecho de haberse cedido gratuitamente en contadas ocasiones este predio a autoridades provinciales y comunales (conf. constancias de fs. 109/115, expte. adm. cit.), argumento fundamental en que el voto de la mayoría en el fallo del Tribunal Fiscal de Apelación basa su pronunciamiento, no posee los efectos jurídicos que ella le atribuye a los fines de su encuadramiento en el supuesto de excepción del art. 137 inc. "i" del Código Fiscal (t.o. 1996 y similares posteriores). Ello por cuanto no se trata, evidentemente, de su finalidad principal, sino que -por el contrario- en su calidad de "salón de fiestas", el aspecto resaltado es sólo esporádico y carente de regularidad. Por el contrario, la finalidad principal del inmueble descripto, tal como se ha apuntado, es alquilarlo a los asociados. Es decir, que ni siquiera supone una actividad de prestación solidaria o comunitaria sino presumiblemente comercial.

Debe destacarse, en este sentido, que esta Suprema Corte tiene dicho que "no bastará con permitir la utilización del o de los recintos a organismos nacionales, provinciales o municipales, si la finalidad de sus dependencias no coincide con alguna de las descriptas" (conf. causa B. 58.727, cit.).

Todo lo cual me convence de que si bien ciertamente, en el caso, no existe ostensiblemente una finalidad de distribución de ganancias entre los asociados de la mutual, también es cierto que no es el destino de la proporción de un beneficio altruista a la comunidad el que rige las actividades desplegadas en el inmueble indicado, sino que contienen un intercambio real de bienes y servicios como contrapartida de un aporte económico por parte de sus socios afiliados, únicas personas habilitadas por el Estatuto para hacer uso de las instalaciones afincadas en dicho predio que se pretende exonerar del pago del impuesto inmobiliario (conf. arts. 9 a 16 del Estatuto Social de A.M.E.M.O.P. obrante a fs. 32/38 del sub lite).

VII. Las circunstancias anotadas, permiten concluir, en mi opinión, que la actora cumple con los dos extremos legales previstos para acceder a una exención tributaria como la pretendida en el caso del inmueble ubicado en la calle 53 n° 767 de la ciudad de La Plata, pero no en el caso del inmueble localizado en la calle 53 n° 1124.

En consecuencia, corresponde hacer lugar parcialmente a la demanda, dejando sin efecto el fallo del Tribunal Fiscal de Apelación del 3-X-2002, en cuanto acuerda a A.M.E.M.O.P. la exención del impuesto inmobiliario respecto del inmueble ubicado en la calle 53 n° 1124 de la ciudad de La Plata.

Con el alcance indicado, a la cuestión planteada, voto entonces por la afirmativa.

Costas por su orden (arts. 17, ley 2961 y 78 inc. 3, ley 12.008 -texto según ley 13.101-).

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:

Sin perjuicio de la solución que adoptara en oportunidad de votar en la causa B. 58.727, sent. del 28-VI-2003, citada por el colega que inicia el acuerdo, adhiero a lo propiciado en su exposición, en tanto los presupuestos fácticos que se presentan en la especie no revisten sustancial similitud con los analizados en aquel precedente.

Con tal alcance, doy mi voto también por la afirmativa.

Costas por su orden (arts. 17 de la ley 2961; 78 inc. 3, ley 12.008 -texto según ley 13.101-).

A la cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:

Adhiero al desarrollo de antecedentes y solución propuesta por el colega que inicia el acuerdo sobre la base de la doctrina legal que dimana de la causa B. 58.727, "Sociedad Rural de Cañuelas", sent. del 25-VI-2003 y mi voto en la causa B. 62.587, "Martindale Sur Country Club S.A.", sent. del 10-XI-2010.

En consecuencia, con el alcance indicado en el voto al cual presto mi adhesión, voto también por la afirmativa.

Costas por su orden (arts. 17, ley 2961; 78 inc. 3, ley 12.008 -texto según ley 13.101-).

El señor Juez doctor Soria, por los mismos fundamentos de la señora Jueza doctora Kogan, votó también por la afirmativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

Sentencia

Por los fundamentos expuestos en el acuerdo que antecede, se hace lugar parcialmente a la pretensión de la actora, dejando sin efecto el fallo del Tribunal Fiscal de Apelación del día 3-X-2002, en cuanto acuerda a A.M.E.M.O.P. la exención del impuesto inmobiliario respecto del inmueble ubicado en la calle 53 n° 1124 de la ciudad de La Plata.

Costas por su orden (arts. 17, ley 2961 y 78 inc. 3, ley 12.008 -texto según ley 13.101).

Regístrese y notifíquese. ? Eduardo Julio Pettigiani. ? Héctor Negri. ? Daniel Fernando Soria. ? Hilda Kogan. 
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